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Reducción de capital con devolución de aportaciones 
no proporcional en sociedad limitada. Consentimiento 
individual de todos los socios 

El Tribunal Supremo examina en la presente sentencia si, en una sociedad de 
responsabilidad limitada, la reducción de capital con devolución de aportaciones, que 
no afecta por igual a todas las participaciones sociales, requiere del consentimiento 
individual de todos los socios o únicamente el consentimiento de aquellos cuyas 
participaciones resultan directamente amortizadas. 

En el caso enjuiciado, la junta general extraordinaria de una sociedad limitada acordó 
reducir el capital social mediante la amortización de las participaciones titularidad de una 
socia, a quien se adjudicaron determinados activos dinerarios y no dinerarios. El acuerdo 
fue aprobado por mayoría reforzada, si bien uno de los socios minoritarios votó en contra 
y manifestó su voluntad de acogerse a un sistema de reducción en términos similares. 

El Alto Tribunal procede a la interpretación del artículo 329 LSC en conexión con el principio 
de paridad de trato recogido en el artículo 97 LSC, y concluye que la operación exige el 
consentimiento individual de todos los socios —incluidos los titulares de 
participaciones no amortizadas—, dado que la reducción de capital con devolución de 
aportaciones no proporcional altera la posición jurídico-económica de todos los socios, 
tanto la del socio cuyas participaciones se amortizan, que recupera su inversión y se 
desvincula total o parcialmente de la sociedad, como la de los socios que permanecen, 
que no reciben devolución alguna y ven modificada su posición relativa en la sociedad. Por 
ello, no puede presumirse qué situación resulta más ventajosa o perjudicial, 
correspondiendo a cada socio decidir individualmente si consiente dicha modalidad de 
reducción. 

En consecuencia, el Tribunal Supremo desestima los recursos extraordinario por 
infracción procesal y de casación interpuestos por la sociedad, confirma la nulidad de los 
acuerdos sociales impugnados e impone las costas a la recurrente. 

Acción individual de responsabilidad del 
administrador: exigencia de daño directo 
• Resolución: Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. Sala de lo Civil. Sentencia núm. 799/2026. 
• Fecha: 27 de mayo de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STS 2333/2026 - ECLI:ES:TS:2026:2333 

• Resolución: Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. Sentencia núm. 853/2026 
• Fecha: 3 de junio de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STS 2471/2026 - ECLI:ES:TS:2026:2471 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f52c970a25824606a0a8778d75e36f0d/20260604
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0b3597e62e55734ca0a8778d75e36f0d/20260617
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La presente sentencia analiza el ejercicio de una acción individual de responsabilidad del 
administrador al amparo de los artículos 236 y 241 LSC, basada en el supuesto impago de 
retribuciones derivadas de prestaciones accesorias y de un pacto de socios, en el marco 
de una sociedad de responsabilidad limitada en la que se había acordado una ampliación 
de capital cuya ejecución fue delegada en el administrador y que, con posterioridad, optó 
por la disolución. 

En el caso enjuiciado, la sociedad se constituyó con varios socios fundadores, entre ellos 
los demandantes y el administrador único demandado. Los estatutos sociales preveían 
determinadas prestaciones accesorias a cargo de algunos socios, consistentes en la 
prestación de servicios profesionales durante los dos años siguientes a la constitución de 
la sociedad, pero no recogían expresamente que dichas prestaciones fueran 
retribuidas. Paralelamente, todos los socios suscribieron un pacto parasocial que 
regulaba, entre otros extremos, determinados derechos económicos a favor de los 
socios emprendedores e inversores, vinculados a futuras ampliaciones de capital. 

Los socios demandantes ejercitaron acción individual de responsabilidad contra el 
administrador, reclamando el importe de las retribuciones que entendían debidas por los 
servicios prestados.  

Resolviendo el fondo del asunto, el Tribunal Supremo analiza la acción individual de 
responsabilidad del artículo 241 LSC y recuerda que exige una (i) conducta antijurídica 
imputable al administrador, (ii) un daño directo al socio o tercero y (iii) una relación de 
causalidad entre ambos.  

En este caso, la Sala concluye que las prestaciones accesorias previstas en los 
estatutos no tenían carácter retribuido, y que el pacto de socios solo reconocía 
determinados derechos económicos condicionados a que la sociedad realizara 
ampliaciones de capital que generaran efectivo para satisfacerlos, que no se habían 
llegado a acordar, con lo que no se devengó el derecho de los demandantes a percibir 
la compensación reclamada. Con ello, el Tribunal Supremo considera que no existe daño 
resarcible ni conducta negligente imputable al administrador por falta de pago, 
desestimando el recurso. 

Seguro de responsabilidad de administradores y 
directivos (D&O): falta de cobertura de la sociedad 
tomadora como administradora persona jurídica 

El Tribunal Supremo resuelve un litigio relativo a un seguro de responsabilidad civil de 
administradores y directivos en el que se discutía si la sociedad tomadora podía reclamar 
a la aseguradora el reembolso de los gastos de defensa jurídica en que incurrió en la 

• Resolución: Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. Sala de lo Civil. Sentencia núm. 433/2026. 
• Fecha: 19 de marzo 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STS 1135/2026 - ECLI:ES:TS:2026:1135 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/d2995f821698c7f4a0a8778d75e36f0d/20260326
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sección de calificación del concurso de una sociedad participada, de la que era 
administradora persona jurídica. 

La sociedad tomadora había sido incluida como persona afectada por la calificación 
concursal en su condición de administradora de la concursada. Aunque el concurso fue 
finalmente calificado como fortuito, la tomadora reclamó a la aseguradora más de 62.000 
euros por los gastos de abogado, procurador e informe pericial asumidos en dicha pieza 
de calificación. 

El Tribunal Supremo analiza la delimitación subjetiva de la póliza y constata que ésta 
definía como “administrador”, “directivo” y “asegurado” únicamente a personas 
físicas. En consecuencia, aunque el ordenamiento español admite que una persona 
jurídica pueda ser administradora de una sociedad, la concreta póliza suscrita no incluía 
dentro de su perímetro de cobertura al administrador persona jurídica. 

La Sala añade que los gastos reclamados no derivaban de una reclamación formulada 
contra un administrador persona física asegurado, sino de la defensa de la propia 
sociedad tomadora, en su condición de administradora persona jurídica de la concursada. 
Por ello, dichos gastos no quedaban cubiertos por la póliza. 

En consecuencia, el Tribunal Supremo desestima el recurso. 

Prohibición de asistencia financiera: venta de 
autocartera a socios con precio aplazado sin garantías 
ni intereses 

El Tribunal Supremo analiza si la venta de acciones en autocartera a los propios 
accionistas de una sociedad, con aplazamiento del pago de parte del precio durante 
un año y sin exigencia de garantías ni devengo de intereses, vulnera la prohibición de 
asistencia financiera prevista en el artículo 150 de la Ley de Sociedades de Capital (en 
adelante “LSC”). 

En el supuesto enjuiciado, una sociedad anónima (“Sociedad adquirente”) había adquirido 
una participación significativa en otra sociedad (“Sociedad”) con la finalidad de 
incrementar su posición en el capital. Ante esta situación, la Sociedad acordó vender la 
totalidad de su autocartera a todos los accionistas, en proporción a su participación, por 
un precio de cinco euros por acción, abonándose la mitad al contado y la otra mitad al cabo 
de un año, sin intereses ni garantías. La Sociedad adquirente impugnó el acuerdo al 
considerar que el aplazamiento del pago constituía un supuesto de asistencia financiera 
prohibida y que el acuerdo lesionaba el interés social. 

El Tribunal Supremo declara, en primer lugar, que los socios pueden ser considerados 
"terceros" a efectos del artículo 150 LSC, al tener personalidad jurídica distinta de la 
sociedad. Asimismo, considera que el aplazamiento del pago del precio constituye una 

• Resolución: Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. Sala de lo Civil. Sentencia núm. 673/2026. 
• Fecha: 5 de mayo de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución:  STS 1981/2026 - ECLI:ES:TS:2026:1981 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9fea0ba0c8100d2ca0a8778d75e36f0d/20260514
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forma de financiación comprendida en la prohibición de asistencia financiera, sin que 
sea necesario que existan dos negocios jurídicos diferenciados, bastando con que la 
propia compraventa implique la concesión de crédito por parte de la sociedad para la 
adquisición de sus propias acciones. 

No obstante, la Sala concluye que la apreciación de un supuesto de asistencia financiera 
no determina automáticamente la nulidad del acuerdo. Mediante una interpretación 
teleológica del artículo 150 LSC, entiende que, atendidas las circunstancias concretas del 
caso, la operación perseguía una finalidad legítima consistente en preservar la estructura 
accionarial de la sociedad e impedir su toma de control por una entidad competidora (la 
Sociedad adquirente), no comprometía de forma relevante el equilibrio patrimonial ni la 
solvencia de la sociedad, permitía poner fin a la situación de autocartera y respetaba la 
igualdad de trato entre todos los accionistas, al ofrecerles la adquisición de las acciones 
en proporción a su participación y en las mismas condiciones. 

En consecuencia, el Tribunal Supremo desestima el recurso de casación y confirma la 
validez del acuerdo, al considerar que, pese a concurrir en abstracto un supuesto de 
asistencia financiera, en este caso no se materializaban los riesgos económicos y 
societarios que la prohibición del artículo 150 LSC pretende evitar. 

Enajenación de activos esenciales sin acuerdo de 
junta: eficacia frente a terceros  

En esta resolución, el Tribunal Supremo analiza la eficacia frente a terceros de la 
enajenación de activos esenciales realizada por el órgano de administración sin la 
preceptiva autorización de la junta general prevista en el artículo 160.f) LSC.  

El litigio tiene su origen en la venta de la totalidad del patrimonio inmobiliario de una 
sociedad, operación que la deja completamente despatrimonializada, sin ingresos y sin 
posibilidad de continuar desarrollando su actividad, lo que supone una auténtica 
liquidación de hecho de la sociedad, por un precio de 19.000 euros que fue íntegramente 
retenido para atender deudas de la propia vendedora. Un socio impugna la compraventa 
por haberse llevado a cabo sin acuerdo de la junta general, solicitando la declaración de 
nulidad del negocio jurídico. 

El Tribunal Supremo, partiendo de que la operación recae sobre activos esenciales, al 
haberse transmitido los únicos bienes que permitían a la sociedad desarrollar su objeto 
social, considera que la operación se encuentra comprendida en el ámbito del artículo 
160.f) LSC, que reserva a la junta general la competencia para acordar la adquisición, 
enajenación o aportación de activos esenciales, de modo que el órgano de administración 
carece de competencia para realizar por sí solo este tipo de operaciones. 

• Resolución: Sentencia del Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. Sentencia núm. 881/2026. 
• Fecha: 9 de junio de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STS 2556/2026 - ECLI:ES:TS:2026:2556 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/00708470c87a62bca0a8778d75e36f0d/20260625
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La cuestión central consiste en determinar si la ausencia del acuerdo de la junta general 
determina automáticamente la ineficacia del contrato frente al tercero adquirente o 
si, por el contrario, este puede quedar protegido cuando actúa de buena fe y sin culpa 
grave. Sobre este extremo, el Tribunal Supremo reconoce que la Ley de Sociedades de 
Capital no contiene una previsión expresa acerca de los efectos externos de la 
infracción del artículo 160.f), lo que ha dado lugar a posiciones doctrinales y 
jurisprudenciales divergentes. Frente a la tesis que sostiene que la reserva competencial 
de la junta constituye un requisito de validez cuya infracción determina necesariamente la 
nulidad del negocio frente a cualquier tercero, el Tribunal opta por una solución distinta 
basada en la aplicación analógica del artículo 234.2 LSC, que regula la actuación del 
órgano de administración con extralimitación de sus facultades, llegando a la conclusión 
de que la sociedad quedará vinculada frente a terceros de buena fe y sin culpa grave. 

Aplicando esta doctrina al supuesto enjuiciado, el Tribunal concluye que el adquirente 
no puede ser considerado tercero de buena fe. No solo valora que quien administra la 
sociedad compradora había mantenido anteriormente una vinculación societaria con la 
sociedad transmitente, lo que le proporcionaba un mayor conocimiento de su situación 
patrimonial, sino también las singulares características de la operación. Destaca que la 
transmisión comprende la totalidad del patrimonio social, que el precio pactado resulta 
meramente simbólico y que la sociedad transmitente deja de desarrollar cualquier 
actividad al quedar completamente despatrimonializada. 

En consecuencia se declara la nulidad de la compraventa por haber sido realizada por un 
órgano que carecía de competencia para disponer de los activos esenciales sin 
autorización de la junta general y, en consecuencia, ordena la restitución de los bienes 
transmitidos y la correspondiente liquidación del estado posesorio. 

Plan de reestructuración homologado: protección 
frente a acciones de reintegración concursal 

Una serie de sociedades (en adelante, las “Sociedades”) aprueban y homologan un plan 
de reestructuración (en adelante, el “Plan de Reestructuración”). Se dicta un auto de 
homologación que prevé, expresamente, la protección de estas operaciones frente a 
potenciales rescisiones.  

El Plan de Reestructuración no consigue remediar la situación de insolvencia, lo que lleva 
a las Sociedades a solicitar el concurso de acreedores.  

En el marco de este concurso de acreedores la administración concursal insta una acción 
de reintegración frente al conjunto de entidades financieras acreedoras y las propias 
Sociedades en lo que respecta al cúmulo de operaciones de refinanciación 
instrumentadas mediante el Plan de Reestructuración homologado, por entender que 
resultaron perjudiciales para los intereses de la masa activa. 

• Resolución: Sentencia del Tribunal de Instancia de Donostia-San Sebastián (Sección de lo Mercantil), 
núm. 67/2026. 

• Fecha: 24 de abril de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STIM SS 39/2026 - ECLI:ES:TIM:2026:39 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f56259200831ca88a0a8778d75e36f0d/20260610
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El Juzgado desestima íntegramente la acción rescisoria por aplicación del régimen 
especial de protección establecido para los planes de reestructuración homologados 
en los artículos 615.2, 635 y 667.1 del Texto Refundido de la Ley Concursal (en adelante, 
"TRLC"): en caso de concurso de acreedores posterior a la homologación del plan, los 
actos razonables y necesarios para la negociación o ejecución de aquel no son 
susceptibles de rescisión, salvo acreditación de fraude, el cual ni fue alegado ni resultó 
probado en el presente procedimiento. Asimismo, el Tribunal subraya que la acción de 
reintegración no puede operar como mecanismo de impugnación indirecta ex post del auto 
de homologación judicial del plan. 

 

 

 

 

Cancelación de asiento registral: limites del recurso 
gubernativo 

La presente resolución tiene por objeto el recurso interpuesto por el representante legal de 
una sociedad limitada contra la nota de calificación de la registradora Mercantil, por la que 
se rechazaba la cancelación de un asiento registral ya practicado. 

El origen del expediente se remonta a la presentación en el Registro Mercantil de un 
mandamiento judicial que ordenaba la cancelación de la hoja registral de la sociedad, por 
declaración de conclusión de concurso por insuficiencia de masa, disolución y 
cancelación de asientos, que tras un recurso seguido ante la Dirección General, con 
ocasión de una calificación negativa inicial, concluyó con la práctica de la cancelación de 
la hoja registral lo que desencadenó que, tras la comunicación oportuna al Colegio de 
Registradores se revocará de forma automática el certificado electrónico de 
representación de la sociedad por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre y la pérdida de 
acceso a sedes electrónicas. Ante esta situación, el interesado solicita la cancelación de 
la inscripción de la extinción de la sociedad, mediante la presentación de un recurso a la 
Dirección General. 

La Dirección General desestima el recurso sin entrar en el fondo, reiterando que el recurso 
contra la calificación registral tiene por objeto exclusivo enjuiciar la legalidad de una 
calificación negativa (arts. 19, 19 bis y 326 de la Ley Hipotecaria), pero no constituye el 

Resoluciones de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública 

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 12 de febrero de 
2026. 

• Fecha: 12 de febrero de 2026 (BOE 5 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 12143 del BOE núm. 137 de 2026 
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• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13505 del BOE núm. 158 de 2025  

https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/05/pdfs/BOE-A-2026-12143.pdf
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cauce idóneo para revisar o cancelar asientos ya practicados, que quedan bajo la 
salvaguardia de los tribunales desde el momento de su extensión. 

Más allá de la doctrina que reitera, la resolución pone de manifiesto un aspecto 
especialmente llamativo. El recurrente sustenta parte de sus alegaciones en una supuesta 
redacción del artículo 327.10 de la Ley Hipotecaria que no tendría reflejo en el texto 
legal vigente. Aunque la Dirección General no hace alusión a este extremo, el error ilustra 
una realidad cada vez más frecuente: la incorporación a escritos jurídicos de 
referencias normativas generadas por herramientas de inteligencia artificial sin la 
debida comprobación. La resolución constituye, en este sentido, un oportuno 
recordatorio de que ninguna cita legal o jurisprudencial debe darse por válida sin 
contrastarla previamente con las fuentes oficiales. 

Cuota de liquidación: reparto de bienes no dinerarios y 
exigencia de unanimidad 

La presente resolución resuelve el recurso interpuesto por la liquidadora de una sociedad 
contra la nota de calificación de la registradora Mercantil que suspendió la inscripción de 
una escritura de elevación a público de acuerdos sociales relativos a la disolución, 
liquidación y extinción de dicha sociedad. 

La sociedad celebró junta general con asistencia del 80% del capital social, en la que se 
aprobó, con el voto favorable del 60% y el voto en contra de una socia, el balance final de 
liquidación y un proyecto de división del haber social mediante lotes mixtos de bienes 
inmuebles y metálico. La registradora suspendió la inscripción al entender que el pago de 
la cuota de liquidación en bienes no dinerarios requería el acuerdo unánime de los socios, 
conforme al artículo 393.1 LSC, sin que la modificación estatutaria aprobada por mayoría 
pudiera alterar dicha exigencia. 

La Dirección General confirma que la Ley de Sociedades de Capital dispone que, salvo 
disposición contraria de los estatutos sociales, la cuota de liquidación se percibirá en 
dinero, y que la modificación de esta regla —permitiendo el pago en especie— requiere el 
acuerdo unánime de los socios, adoptado una vez determinado el haber líquido partible 
y la forma de su adjudicación. Dicho requisito de unanimidad no puede eludirse 
mediante una modificación estatutaria aprobada por mayoría, pues la norma tiene 
carácter imperativo en tanto no exista previsión estatutaria preexistente. La liquidación 
practicada en forma mixta sin el preceptivo acuerdo unánime contraviene frontalmente el 
artículo 393.1 LSC, lo que determina la procedencia de la calificación negativa. 

Asimismo, cabe destacar que la Dirección General deja expresa constancia de que la 
escritura de extinción debe contener las manifestaciones exigidas por el artículo 395 
LSC, entre ellas la relativa a la satisfacción o consignación de la cuota de liquidación. 

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 18 de febrero de 
2026. 

• Fecha: 18 de febrero de 2026 (BOE 11 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 12689 del BOE núm. 142 de 2026 
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• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13505 del BOE núm. 158 de 2025  

https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/11/pdfs/BOE-A-2026-12689.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/07/02/pdfs/BOE-A-2025-13505.pdf


Junio 2026 

En consecuencia, la Dirección General acuerda desestimar el recurso y confirmar la nota 
de calificación de la registradora. 

Constitución de sociedad limitada: innecesariedad de 
indicar el régimen económico matrimonial del socio 
fundador 

Ante la presentación a inscripción de una escritura de constitución de una sociedad 
unipersonal, el registrador apreció un único defecto consistente en la ausencia de 
indicación del régimen económico-matrimonial del socio único, por considerar que 
dicho dato era relevante para la protección de los terceros que se relacionaran con la 
sociedad, apoyándose para ello en una sentencia del Juzgado de lo Mercantil número 1 de 
Córdoba.  

El recurrente —el notario autorizante— alegó que tal exigencia contradice frontalmente la 
doctrina consolidada del Centro Directivo, conforme a la cual el artículo 38 del Reglamento 
del Registro Mercantil solo exige la constancia del estado civil del sujeto inscrito, pero no 
el nombre del cónyuge ni el régimen económico del matrimonio. 

La Dirección General estima el recurso y revoca la calificación. Confirma su doctrina 
reiterada según la cual la exigencia de constancia registral del régimen económico-
matrimonial del socio fundador únicamente está prevista para el empresario 
individual —conforme a los artículos 87.6 y 92 del Reglamento del Registro Mercantil y 
22.1 del Código de Comercio—, sin que quepa extenderla a los socios fundadores de 
sociedades mercantiles, habida cuenta del principio de numerus clausus que rige la 
materia inscribible en el Registro Mercantil. 

Quorum estatutario reforzado para la constitución de la 
junta y para la adopción de los acuerdos sociales 

En el supuesto analizado, una sociedad de responsabilidad limitada acordó la 
modificación del sistema de administración, el cese del consejo de administración, el 
nombramiento de administrador único y el cambio de domicilio social, mediante una junta 
a la que asistieron socios titulares del 60,7% del capital social. El registrador denegó la 
inscripción al considerar que la junta no se había constituido válidamente ni se había 
alcanzado la mayoría estatutariamente exigida para el cese de los administradores, al 

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 26 de febrero de 
2026. 

• Fecha: 26 de febrero de 2026 (BOE 13 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 12836 del BOE núm. 144 de 2026 
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• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13505 del BOE núm. 158 de 2025  

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 3 de marzo de 
2026. 

• Fecha: 3 de marzo de 2026 (BOE 13 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 12849 del BOE núm. 144 de 2026 
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• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13505 del BOE núm. 158 de 2025  
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exigir los estatutos la asistencia de socios que representasen dos tercios del capital social 
y esa misma mayoría reforzada para acordar su separación. 

La Dirección General confirma la calificación y recuerda que los estatutos sociales tienen 
carácter normativo y vinculan tanto a la sociedad como a sus órganos y socios, de 
modo que los requisitos de constitución y adopción de acuerdos establecidos en ellos 
deben respetarse en toda junta general, cualquiera que sea el asunto incluido en el 
orden del día o el origen de la convocatoria. En consecuencia, el incumplimiento del 
quórum estatutario determina la invalidez de la junta y de los acuerdos adoptados, sin que 
pueda excepcionarse por tratarse de acuerdos relativos a la aprobación de cuentas 
anuales o por haberse convocado la junta a instancia de socios. 

Convocatoria de junta general en SA y derecho de 
información de los socios  

La presente resolución analiza el recurso interpuesto por los representantes de una 
sociedad anónima contra la calificación del Registrador mercantil que suspendió la 
inscripción de la escritura de aumento de capital social por entender que la convocatoria 
de la junta general no cumplía los requisitos de información establecidos en el artículo 287 
LSC. 

En el supuesto analizado, una sociedad anónima acordó en junta general delegar en el 
consejo de administración la facultad de aumentar el capital social hasta el 50 % del 
capital existente, en el plazo máximo de 5 años, al amparo del artículo 297.1.b) LSC. El 
registrador suspendió la inscripción al apreciar que el anuncio de convocatoria de la junta 
omitía la información exigida por el artículo 287 de la misma Ley, al no hacer constar el 
derecho de los accionistas a examinar el texto íntegro de la propuesta y el informe de los 
administradores, ni a solicitar su entrega o envío gratuito. 

La Dirección General confirma la calificación y recuerda que, aunque la delegación de la 
facultad de aumentar el capital no constituye en sí misma una modificación 
estatutaria, el legislador exige que el acuerdo se adopte con los mismos requisitos 
previstos para estas. En consecuencia, deben respetarse íntegramente las garantías 
asociadas al derecho de información de los socios, incluida la mención expresa en la 
convocatoria de los derechos reconocidos en el artículo 287 LSC. 

Así, la Dirección General reafirma su consolidada doctrina según la cual el derecho de 
información constituye un derecho esencial del socio, de forma que la omisión total de las 
garantías previstas para su ejercicio no puede reputarse un defecto meramente formal. 

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 10 de marzo de 
2026. 

• Fecha: 10 de marzo de 2026 (BOE 17 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13174 del BOE núm. 147 de 2026 
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• Enlace al texto de la resolución: Disposición 13505 del BOE núm. 158 de 2025  
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Ampliación de objeto social y derecho de separación. 
Fundamentación de la nota de calificación 

En el supuesto analizado, la junta general acordó por mayoría —con el voto en contra de 
socios titulares del 41,10% del capital— la ampliación del objeto social mediante la 
adición de la actividad de franquicia sobre marcas y nombres comerciales de la sociedad.  

El registrador suspendió la inscripción por no constar la declaración de los 
administradores exigida por el artículo 206.1 del Reglamento del Registro Mercantil en 
relación con el derecho de separación de los socios disidentes previsto en el artículo 346 
LSC. El recurrente alegó que la modificación no era sustancial por tratarse de una mera 
concreción de actividades ya estatutariamente previstas, lo que no originaba el derecho 
de separación de los socios. 

La Dirección General confirma el defecto, dado que considera que la actividad de 
franquicia —por su complejidad y sus elementos propios— desborda la actividad de 
simple asesoramiento para diseño y montaje de locales ya prevista estatutariamente, 
constituyendo por tanto una modificación sustancial del objeto social que activa el 
derecho de separación y exige el cumplimiento de los requisitos del artículo 206.1 del 
Reglamento del Registro Mercantil. 

 

******** 

Para cualquier duda o comentario puede contactar con: 
 
Prudencio López 
plopez@deloitte.es 
 

Inmaculada Serra 
iserra@deloitte.es 

 

• Resolución: Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 19 de febrero de 
2026. 

• Fecha: 19 de febrero de 2026 (BOE 11 de junio de 2026). 
• Enlace al texto de la resolución: Disposición 12691 del BOE núm. 142 de 2026 
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